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			«Es preciso soñar la realidad de mañana».

			Juan Ramón Jiménez

			«Entre nuestros oponentes socialistas hay una gran confusión. Algunos de ellos contemplan la empresa privada como un tigre depredador al que se debe batir. Otros la ven como una vaca que pueden ordeñar. Solo un puñado la ven como realmente es: un caballo fuerte y voluntarioso que tira de todo el carro».

			Winston S. Churchill

		

	
		
			PRÓLOGO



			Cuando fui elegido presidente del Círculo de Empresarios en 2018, y durante el trienio en el que estuve al frente, siempre procuré ser franco y comunicar nuestros principios en todos los medios en los que intervine. Entonces como ahora es mi obligación reconocer que las empresas españolas tienen algunos defectos evidentes. Quizás, como estadounidense nacido en Cambridge, Massachusets, he podido observar el panorama empresarial con una perspectiva distinta a aquellos que han estado siempre ligados al sistema político y económico español. España evolucionó desde la dictadura de Franco a la democracia con Suárez sin perder ritmo. La exitosa Transición iniciada en 1977 fue un logro más que notable en una historia nacional accidentada. Después de todo, la Guerra Civil había dejado cicatrices severas en muchas familias. Pero desde la atalaya del Círculo, he tenido una visión diáfana de cómo la democracia española y sus instituciones han sido continuamente instrumentalizadas por los sucesivos gobiernos para sus propios intereses. Las grandes empresas, el famoso IBEX-35, estableció desde el principio una simbiosis con los distintos gobiernos y así garantizó un flujo constante de beneficios para sus accionistas. Sin duda existen las puertas giratorias y el continuo intercambio de favores entre gobierno y empresas. Esto hace posible, por ejemplo, que el gobierno controle una compañía multinacional como Indra con solo el 28 por ciento de sus acciones, tomando las decisiones al margen de su Junta Directiva. 

			En ningún sector es tan evidente este control como en el de la industria de la construcción. Como dijo uno de sus líderes: «En este país no se coloca un bolardo entre Irún y Tarifa sin que alguien cobre». Recuerdo un almuerzo de 2002 con el presidente de una importante constructora, que me dijo: «Me preocupa la corrupción del Partido Popular en el ámbito regional. En todas las autonomías que controlan nos están pidiendo comisiones a cambio de concesiones en obras públicas. No podemos hacer negocios de esta manera». Asentí y no pregunté si ocurría lo mismo en las autonomías controladas por el PSOE. Hoy todos sabemos que en la Cataluña de Jordi Pujol funcionó durante años una «mordida» fija del 3 por ciento en todos los proyectos de obras públicas. Parte de esas comisiones fueron a CIU y el resto aparentemente a la extensa familia Pujol. Desde luego, este es un mundo de «maletines». Algunos de ellos financiaron la remodelación de la sede madrileña del PP en la calle Génova 13. Para mantener una perspectiva equilibrada, no hay que olvidar el caso de los falsos ERE en Andalucía, que ha supuesto penas de cárcel para líderes del PSOE como Jose Antonio Griñán. En una encuesta especial del Eurobarómetro en 2019, a la pregunta «¿Qué tipo de crímenes consideras más común en España?», la respuesta mayoritaria fue «Corrupción», y un 88 por ciento de los encuestados consideraron que esta «muy o bastante extendida».   

			Mi carrera me ha llevado a tres países en dos continentes con culturas empresariales muy diferentes. Esto me ayuda a la hora de establecer algunas comparaciones. Primero fui consultor de gestión estratégica para Boston Consulting Group en San Francisco; después dirigí la multinacional PepsiCo Foods International en Caracas; y durante cuarenta y dos años he dirigido distintas compañías en Barcelona y en Madrid. Comencé en el sector de alimentación y bebidas con PepsiCo y luego con Cadbury Schweppes, pero mi experiencia más extensa fue como consejero delegado y presidente del Grupo Sanitas, dedicado a los seguros médicos privados, hospitales, centros médicos, residencias y clínicas dentales. Como dice un amigo, fueron mis años de penitencia por mi contribución a la obesidad de los jóvenes españoles. 

			«El negocio de América son los negocios» es una frase atribuida al presidente norteamericano Calvin Coolidge en 1925, y desde entonces se ha empleado para caracterizar la importancia y el valor conferido a los negocios en Estados Unidos. Mi hijo Ricardo fue allí con el sueño de convertirse en director de cine y regresó como hombre de negocios. Muy pocos políticos pueden ser elegidos allí sin algún apoyo empresarial. En lo que respecta a Venezuela, para mí fue una revelación tener que enfrentarme diariamente a la corrupción. No pudimos sacar materias primas del puerto de La Guaira sin sobornar a alguien. Pero, hasta la llegada de Chávez, la comunidad empresarial todavía gozaba de cierta independencia política. En España, el mundo de los negocios estaba entrelazado con Franco, y con la democracia continuó estrechamente vinculado al gobierno de turno. Hay una ausencia notable de controles y equilibrios. La CNMV (Comisión Nacional del Mercado de Valores), la CNMC (Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia), la AIReF (Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal) y el Banco de España se supone que son instituciones políticamente neutrales que garantizan la igualdad de condiciones para los negocios. Tanto el Círculo de Empresarios como la CEOE (Confederación Española de Organizaciones Empresariales) se fundaron en 1977 para promover los negocios en la nueva democracia. El Círculo era un think tank y lobby, mientras que la CEOE se concibió como entidad para las negociaciones con el gobierno y los sindicatos. Esto último sería impensable en Estados Unidos. El Círculo lo fundó José María López de Letona, exministro de Industria con Franco, y la CEOE estaba encabezada por Carlos Ferrer Salat, que dirigió Foment del Treball Nacional en Barcelona, cuyos orígenes se remontan a 1771.  El único realmente independiente es el Círculo, porque la CEOE tiene que tratar directamente con el gobierno y recibe dinero público para diferentes proyectos. Pero mientras la Transición se difumina en la memoria colectiva, el gobierno ha ido ganando más control sobre las instituciones supuestamente independientes e incluso sobre empresas privadas como Indra. Bancos, aseguradoras o compañías de energía, todas, deben lidiar con los organismos gubernamentales que las supervisan. El tablero de juego está cada vez más inclinado. 

			Que «vivimos de la solidaridad de la UE», como afirmó el exministro de Asuntos Exteriores José Manuel García-Margallo es completamente cierto. Desde mi llegada a España en 1980 la peseta se devaluó dos veces, en 1982 y en 1992. Desde 2002 tenemos euros en nuestros bolsillos, una moneda muy similar en su estabilidad al marco alemán. Con economías tan dispares mezcladas en el cóctel de la UE, ha habido momentos difíciles para evitar que el euro se desintegrase. Después de la crisis monetaria de 2008, que abocó a España a una crisis inmobiliaria y al colapso de muchas cajas de ahorro, podemos agradecer a Mario Draghi, a la sazón presidente del Banco Central Europeo (BCE), que pronunciara cuatro palabras mágicas: «Lo que sea necesario». Fue suficiente para sostener el euro y mantener a raya a los lobos especuladores del mercado de divisas. Desafortunadamente, España no correspondió con reformas suficientes y aceptó un rescate bancario de hasta 100.000 millones de euros en 2012, que fue presentado a la opinión pública como un simple préstamo. No obstante, permitió al Reino de España evitar la intervención directa de la troika, que sí reformó los sistemas de Irlanda, Portugal y Grecia. 

			Una década después de la crisis de los PIGS (Portugal, Irlanda, Grecia y España), la preocupación principal está ahora en España e Italia. Los dos cargan con una deuda pública por encima del cien por cien del PIB. Los dos son «demasiado grandes para caer», y los dos necesitan el respaldo del BCE para garantizar la devolución de sus préstamos. Los gobiernos socialistas de Rodríguez Zapatero y Pedro Sánchez han coincidido con las etapas en las que se ha asociado a España con más fuerza al grupo de los PIGS. Los dos han estado más interesados en promocionar su agenda social antes que la estabilidad económica. Zapatero dedicó su mandato a iniciativas como la Alianza de las Civilizaciones y la Memoria Histórica, un intento de reescribir la historia de la Guerra Civil. Sánchez ha resucitado este proyecto, y ha tenido el descaro de decir que «una de las cosas por la que pasaré a la historia es por haber exhumado al dictador». Como si transportar los huesos de Franco en helicóptero desde el Valle de los Caídos a un mausoleo privado hubiera ayudado de forma fundamental a la democracia española. Tal vez sea recordado más bien por pisotear la Constitución, promulgando leyes específicas para ayudar a los separatistas catalanes que pusieron en jaque la legalidad española. La «memoria democrática» es una ficción. La «memoria», tal y como se plantea, tiene poco que ver con la verdadera «historia» y nada que ver con «democrática». 

			El mayor error de Zapatero fue acordar con Pasqual Maragall su apoyo incondicional a la revisión del Estatuto de Cataluña. A cambio, recibió el apoyo de Maragall en su candidatura al frente de la Secretaría General del PSOE frente a José Bono, quien lideraba las encuestas. La revisión estatutaria era un viejo deseo catalán que la Segunda República había concedido a Lluis Companys. Fue un cáliz envenenado que acabó cuando Companys proclamó la soberanía del Estado catalán. Fue encarcelado en Montjuic, luego amnistiado y posteriormente huido a Francia durante la guerra, donde fue detenido, entregado a las autoridades franquistas y fusilado. En la versión de 2006 del Estatut, la idea de que Cataluña fuera una nación fue rápidamente replicada por el PP con argumentos constitucionales. De nuevo, el gobierno catalán cometió la temeridad de declarar su independencia de España. Esta vez a cargo de Carles Puigdemont el 10 de octubre de 2017. Hacía tiempo que Maragall había dejado la Generalitat y sufría Alzheimer. Irónicamente, tenía una de las memorias más portentosas que yo he conocido. Cuando coincidíamos, siempre recitaba el número de teléfono de la casa de mis padres en Nueva York. Ellos le habían acogido en sus primeros meses en la ciudad, ya que mi madre era amiga de su padre, Jordi, y mi abuelo era amigo de su abuelo Joan. Él pasó de estudiar en la Universidad de Columbia a la más izquierdista The New School for Social Research. Esto fue antes de que comenzara su carrera política como teniente de alcalde de Barcelona, junto a Narcís Serra. 

			Zapatero permitió que las semillas del independentismo catalán se plantaran de nuevo en España. Ahí radica la debacle institucional de los últimos años. Mariano Rajoy prefirió adoptar la estrategia de esperar y ver en el problema catalán hasta que se vio forzado a actuar. El Senado aplicó el artículo 155 de la Constitución y el gobierno central se hizo con el control de la autonomía catalana, con la excepción de la televisión pública TV3. La concordia de 1977 se perdió y desde 2017 las instituciones y la economía han ido cuesta abajo, impulsados también por la crisis del covid y las altas tasas de inflación. España tiene hoy un gobierno que legisla con el apoyo de partidos independentistas que desean destruir la unidad territorial del país. España proyecta una imagen de inseguridad legislativa y regresión institucional similar a la de los estados fallidos, y en Europa es un país cada vez más irrelevante.  

			¿Cuáles son los países más atractivos de la región para la atracción de talento e inversión? De acuerdo con el reciente ranking IMD World Talent de 2022, Suiza, Suecia, Islandia, Noruega y Dinamarca encabezan la clasificación. España está en el puesto 32, por detrás de sus vecinos Portugal, Francia e Italia. La economía española nunca se ha recuperado del todo de la crisis de 2008 ni de la pandemia. Ha llegado el momento de que la sociedad civil grite: «Yo acuso», como Émile Zola en 1848. Pero en este caso no se trata del caso Dreyfus. El escándalo lo protagoniza un gobierno que ataca sistemáticamente a instituciones como la Monarquía, el Poder Judicial, las Fuerzas de Seguridad del Estado y algunos principios constitucionales, en un afán revisionista en el que se interpreta la historia reciente como si la democracia solo hubiera comenzado con la llegada de los socialistas al poder. Los españoles están perdiendo la confianza en sus instituciones básicas y en la capacidad del gobierno para resolver las dificultades económicas. Es tiempo de un canto general e individual de «Yo acuso». 

		

	
		
			Capítulo 1. 
LA PRIMERA «BOLA DE PARTIDO» PARA ESPAÑA


			«Si no estás aterrorizado, es que no ves lo que ocurre en el mundo». La frase es de Paul Krugman, premio Nobel de Economía. Y eso fue lo que ocurrió cuando se produjo una sucesión de importantes perturbaciones económicas —la primera del nuevo milenio tuvo lugar en 2007— y el gobierno español de Rodríguez Zapatero la ignoró en gran medida. Por lo menos al principio, porque se trataba de un problema supuestamente americano, un colapso del mercado crediticio debido a la concesión de préstamos hipotecarios con un riesgo de impago superior a la media (créditos subprime). Las agencias de calificación crediticia (rating) no se percataron del carácter tóxico de esos préstamos y les concedieron una calificación aceptable; además, esos productos financieros no aparecían en los libros de contabilidad de los bancos. Para complicar más el mercado, se estaba procediendo a la anulación de la Ley Glass-Steagall, que diferenciaba los bancos de inversión de los bancos comerciales, de modo que ambos sectores quedaron contaminados. Y, además, la Reserva Federal había reducido los tipos de interés al 1 por ciento y estaba inyectando dinero en la economía porque los niveles de inflación eran bajos. La situación era engañosa. La inflación baja era una consecuencia de la globalización y del desplazamiento de la producción de bienes a países de bajo coste. Así fue como se desató la tormenta perfecta.

			El 8 de agosto de 2007 colapsó el mercado de las hipotecas subprime. Al principio, solo se vieron directamente afectados el banco de inversión Bear Stearns y el BNP. Pero Lehman Brothers no quebró hasta un año después, el 5 de septiembre de 2008. Cientos de empleados, con una caja de cartón en las manos, abandonaron sus oficinas en Wall Street. Lehman Brothers Holdings Inc. era el cuarto banco de inversión más grande de Estados Unidos, con más de 25.000 empleados en todo el mundo. En España, Claudio Boada, que había sido presidente del Círculo de Empresarios, dejó el cargo en marzo de 2006 y fue sustituido por Luis de Guindos. En aquellos meses hubo un breve desencuentro entre ambos, cuando parecía que los dos actuaban como presidentes. Pero Luis de Guindos era la persona que dirigía la oficina española de Lehman Brothers cuando se produjo la quiebra. Todo ello le resultó muy útil cuando fue nombrado vicepresidente del Banco Central Europeo (BCE) en 2018.

			El presidente George W. Bush había contratado a Hank Paulson, de Goldman Sachs, para arreglar el desaguisado financiero. El gobierno asesoró a Bear Stearns, se negó a subvencionar la venta obligatoria y urgente de Merrill Lynch al Banco de América, e intentó conseguir préstamos para el American International Group (AIG), que había invertido masivamente en el mercado de hipotecas subprime de altísimo riesgo. La gran cuestión, a toro pasado, es si el sistema financiero mundial habría sobrevivido y habría sufrido menos daños si el gobierno americano hubiera salvado a Lehman Brothers con fondos federales. Mi opinión es que Paulson quería dar una lección al mercado y la mejor cabeza de turco era Lehman Brothers. Al final, solo sobrevivieron Morgan Stanley y Goldman Sachs como grandes bancos de inversión norteamericanos. 

			¡Qué ingenuos e inocentes fueron el gobierno de España, el Banco de España y el sistema bancario español en 2008! Aunque el Banco de España no había permitido a los bancos nacionales entrar en el mercado de las hipotecas subprime, y les prohibía estar al margen de la contabilidad oficial, no fueron capaces de ver una consecuencia paralela de la gran quiebra. Los bancos españoles, sobre todo las cajas de ahorro, habían concedido préstamos blandos a los promotores inmobiliarios, alimentando una burbuja de enormes proporciones. Pero mientras que, a finales del 2008, el Reino Unido, Francia, Alemania, Bélgica y Holanda se vieron obligados a recapitalizar a la mayor parte de sus bancos —y, con frecuencia, los más importantes—, en España el conductor estaba dormido al volante.

			En febrero de 2008, en un debate preelectoral celebrado en Antena 3 entre Pedro Solbes, ministro de Economía del gobierno socialista, y Manuel Pizarro, el número dos del Partido Popular en Madrid, se presentaron visiones distintas de la que ya era una crisis económica mundial. Pizarro dejó bien claro que España estaba en una «crisis económica profunda», mientras que Solbes —con un ojo cerrado—, se defendía como un profesor delante de un estudiante. Dijo que Pizarro era «un demagogo y un catastrofista». Y un 47 por ciento de la audiencia consideró que Solbes había ganado el debate. El pobre Pizarro, que predijo exactamente lo que iba a ocurrir, solo convenció al 37 por ciento de los espectadores. Solbes demostró que a menudo, en televisión, la forma, el estilo y las habilidades comunicativas son más importantes que el contenido. Fue el triunfo del hombre viejo y sabio que solo podía abrir un ojo.

			Pero el gobierno de España tuvo los dos ojos cerrados en el bienio 2007-2008. El Northern Rock Bank quebró en Inglaterra; el IKB Deutsche Industriebank, sobrecargado con préstamos subprime, se fue a la quiebra en Alemania. Pero el Banco de España no acudió al Banco Central Europeo para recabar fondos con los que capitalizar adecuadamente los bancos españoles y las cajas de ahorros. Al parecer, España estaba «desvinculada» de la crisis. Como consejero de Bankinter, fui un observador privilegiado en un banco que se había resistido a conceder más créditos a los promotores inmobiliarios en los dos años previos a la quiebra inmobiliaria. Y cuando los bancos españoles finalmente se vieron obligados a recapitalizarse, Bankinter estaba al final de la lista de necesitados.

			Es verdad que España no tenía las tóxicas hipotecas subprime en sus bancos, pero había muchos préstamos de alto riesgo a promotores inmobiliarios para proyectos que nunca encontrarían comprador. Reyal Urbis, por ejemplo, un importante grupo promotor inmobiliario, creó una nueva ciudad, Valdeluz, cerca de Guadalajara, para un total de 30.000 habitantes, pero al final solo vendió casas para mil personas. Y los activos más tóxicos de los bancos, y que generaron grandes pérdidas en los años siguientes, fueron las tierras y el suelo, contabilizados a un alto valor durante el boom inmobiliario y prácticamente inservibles cuando estalló la burbuja.

			España, con sus extrañas cajas de ahorro, tenía una estructura financiera sustancialmente distinta a la de otros países europeos. Las cajas eran entidades de crédito sin ánimo de lucro, parecidas a fundaciones. Pertenecían a las comunidades autónomas y concedían préstamos basados más en presiones sociales o políticas que en evaluaciones de riesgo. En las minicrisis previas, una caja saneada estaba en condiciones de absorber a otra que estuviera a punto de quebrar. Pero cuando todas empezaron a caer al mismo tiempo, como fichas de dominó, el gobierno decidió transformarlas en bancos y les retiró la jurisdicción autonómica. Entre 2009 y 2017, cuando España por fin decidió actuar, 55 entidades financieras acabaron reducidas a diez bancos. Y la operación más costosa, al final, fue la de Bankia.

			Bankia era una nueva entidad bancaria formada tras la fusión forzosa de las dos cajas más problemáticas: Caja Madrid y Bancaja. Aquello fue un error garrafal. Y la culpa tiene que achacársele a un hombre inteligente y amable, Miguel Ángel Fernández Ordóñez, que fue gobernador del Banco de España entre 2006 y 2012. Él creía que todas las fusiones eran positivas. En este caso, hubo una auditoría y una evaluación financiera inadecuada de dos entidades financieras que estaban en la quiebra: el problema de las dos cajas, que habían mantenido el valor de los créditos en sus contabilidades, iba a agravarse notablemente con la fusión.

			Y el «tiro de gracia» fue consentir que Bankia saliera a Bolsa. Los inversores institucionales fueron lo suficientemente listos como para no participar. Por supuesto, el gobierno intentó presionar a una serie de empresas del IBEX 35 para comprar acciones. Pero el grueso de las acciones acabó en el mercado minorista. Esto me recuerda un caso posterior, protagonizado por el Banco Popular, un banco «zombi» que consiguió capitalizarse vendiendo más acciones a sus clientes y a sus propios empleados. Mi mujer, que tenía una cuenta en ese banco, se vio muy presionada, como otros muchos clientes, por el director de su oficina bancaria para que comprara acciones. Le dije que no debía hacerlo en ninguna circunstancia. Desde mi posición en el consejo de Bankinter, estaba viendo al Banco Popular comprando sucursales y ampliando su cartera de préstamos inmobiliarios en medio de lo que ya se percibía claramente como una burbuja inmobiliaria que estaba a punto de estallar.

			Quizá algún día conozcamos todos los detalles de la historia de Bankia. Miguel Ángel Fernández Ordóñez fue absuelto de cualquier posible acto delictivo por permitir que Bankia empezara a cotizar en Bolsa. Rodrigo Rato aceptó el cargo de presidente de la entidad, a sabiendas o no del precario estado de la fusión de Caja Madrid y Bancaja. ¿Pensó que el gobierno lo sacaría del apuro? En 2011, Bankia anunció unos beneficios de 309 millones de euros; tras la dimisión de Rato, la cifra se enmendó y se anunciaron unas pérdidas de tres mil millones de euros. Al final, el exministro fue detenido en 2015 y entró en prisión en 2018, condenado a cuatro años y medio de cárcel por malversación. La malversación tenía que ver con el uso de unas tarjetas de crédito de la empresa, las llamadas «tarjetas black», destinadas a gastos personales que no se declaraban. Respecto a la acusación de falsificación contable, Rodrigo Rato fue absuelto.

			El caso de Rato merece un estudio pormenorizado. Pertenecía a una importante familia asturiana: su padre fue encarcelado brevemente en 1967 por transferir dinero desde España a Suiza utilizando su Banco de Siero. También fueron multados algunos otros participantes en la evasión de capitales. Como vicepresidente del gobierno de España, bajo el mandato de Aznar, Rodrigo Rato alcanzó la cumbre de su popularidad.

			Se privatizaron algunas empresas públicas, como Aldeasa (hoy integrada en World Duty Free Group, dedicada a la venta minorista en aeropuertos). Aquello fue bien recibido por los que, en España, creían en una economía moderna y en la empresa privada. Pero entonces salieron a la luz las corruptelas y Rato el otrora brillante máster de la Universidad de California (Berkeley), se convirtió en la persona que colocaba en puestos preeminentes a sus amigos. «Amigos de Rodrigo» era la expresión con la que se identificaba a esas personas.

			Por tanto, no fue ninguna sorpresa que, tras su regreso a España tras una repentina dimisión en el FMI, un puesto que confería a España cierto prestigio internacional, se viera envuelto en lo que aparentemente eran los negocios turbios de Bankia. Lo único que llevó a Rodrigo Rato a la cárcel fueron las tarjetas de crédito black que se le daban a todos los altos ejecutivos y a los miembros del consejo de administración. Y cuando se hicieron públicos todos los detalles del mal uso de las tarjetas, todo el mundo supo que Rato hizo dieciséis reintegros de mil euros con su tarjeta justo antes de presentar su dimisión como presidente de Bankia.

			En vez de dar ejemplo de comportamiento ético y en lugar de promover una imagen más positiva de los políticos y de los líderes empresariales españoles, Rodrigo de Rato (él prefería suprimir el «de») hizo justo todo lo contrario. Por eso, no resulta sorprendente que, aunque los emprendedores tienen una consideración positiva en las encuestas, el empresario aún sigue teniendo una connotación negativa. En el Círculo de Empresarios hicimos estudios en los que se demostraba que, incluso en los libros de texto y en los manuales, los empresarios se retrataban con rasgos negativos, aunque en el estudio más reciente la situación había mejorado. Al fin y al cabo, un empresario no es más que un emprendedor que ha tenido éxito. España necesita más hombres como Amancio Ortega. Verdaderos innovadores que surgen de la nada, pero trabajan duro y acaban acumulando grandes fortunas. Y lo suficientemente modestos como para rechazar cualquier premio, incluso cuando el rey lo llamó para que aceptara el Premio Reino de España, que se concede a la trayectoria empresarial.

			Pero no: lo que tenemos es todo lo contrario. Lo que tenemos es al doctor Pedro Sánchez, un presidente que dijo, poco después de acoger la reunión de la OTAN en julio de 2022, que su gabinete era «un gobierno muy incómodo y molesto para una serie de poderes ocultos que tienen intereses oscuros […], señores que fuman puros y controlan poderosas terminales económicas y mediáticas». No será necesario recordar que el Grupo Prisa, propietario de El País, el principal periódico español, está en manos de personas que son generosas y complacientes con el gobierno. Demasiado para ser fumadores de puros. 

			Y las «terminales económicas» se han reducido sustancialmente con la desaparición de las cajas y la consolidación de las fusiones. Porque antes de que Rodrigo Rato heredara el desastre que fue Bankia, Caja Madrid y Bancaja estaban en manos de banqueros políticamente conectados, pero inexpertos. De hecho, el último presidente profesional de Caja Madrid estuvo sentado conmigo en el consejo de Bankinter. Jaime Terceiro es un economista brillante que dirigió Caja Madrid entre 1988 y 1996. Y dimitió en Caja Madrid cuando Rodrigo Rato, entonces vicepresidente del gobierno de Aznar, le pidió que renunciara a la caja y aceptara la presidencia de «una gran empresa española, para que dejara la caja libre».

			Jaime dejó el puesto, pero no aceptó la oferta. Y, en su lugar, Rato nombró a un amigo íntimo de Aznar, Miguel Blesa. Él y Aznar habían aprobado al mismo tiempo, de jóvenes, la misma oposición a inspectores de Hacienda. Ambos decidieron escoger Logroño como su primer destino y vivieron en el mismo bloque de pisos. De hecho, echaron a suertes —lanzando una moneda al aire— cuál de las dos parejas se quedaba con el mejor apartamento, de los dos disponibles; y ganó Blesa. 

			Gracias a su amistad con Aznar, Blesa alcanzó el puesto directivo más importante en Caja Madrid y emprendió una nueva vida con un enorme sueldo que no tardó en subirse de inmediato. Jaime Terceiro fue el último presidente en preconizar la necesidad de austeridad y recibió una modesta compensación, dado el tamaño de la entidad de ahorro. Miguel Blesa se dio la gran vida y se volvió a casar con una exempleada de la caja. Se trasladó a una casa fabulosa en la lujosa colonia Conde de Orgaz después de vender su gran mansión de La Florida y comprar una finca de caza en la Sierra Morena de Córdoba. Viajaba con frecuencia a Miami, pasaba las vacaciones de verano en la Costa Azul y pedía caviar por latas junto a carísimos vinos. Él fue el creador de las tarjetas black, generalizó los sobresueldos y emitió las famosas «preferentes», unas acciones especiales que «arruinaron a miles de clientes». En las pocas ocasiones que nos encontramos, en actos empresariales, se mostró muy cordial y vestía como un torero, con trajes muy ceñidos y con el pelo perfectamente repeinado. Un señorito de Linares (Jaén).

			No se puede imaginar un mayor contraste con Jaime Terceiro, su predecesor. Cuando yo era presidente del Comité de Nombramientos en Bankinter, recuerdo bien el momento en que buscábamos un nuevo miembro del Consejo y los candidatos finalistas. De todos los candidatos, había uno con un impresionante currículum. Jaime había recibido el premio extraordinario tanto en su carrera de Económicas como en Ingeniería Aeronáutica, y había llegado a ser presidente de Caja Madrid. Por sus trabajos en los que describía los riesgos del sistema de cajas, recibiría más adelante el premio de Economía Rey Juan Carlos, en 2012. Está soltero y lleva una vida más bien modesta. En realidad, es más bien un estudioso que un hombre de negocios, y, en aquel momento, era el miembro ideal para nuestro Consejo.

			El otro socio de la fusión con Bankia era Bancaja, que también estaba conectado con el Banco de Valencia; pero este banco no estaba incluido en las negociaciones de integración. Y ninguna ciudad como Valencia ejemplificó mejor los años de la burbuja y el estallido de la crisis. Cuando la burbuja implosionó a finales del 2007, Valencia quedó completamente destrozada. Bancaja estaba dirigida por José Luis Olivas, que en dos años se había convertido en presidente del primer Banco de Valencia y de la propia Bancaja. Acabó en la cárcel en 2017. Pero el gran daño se produjo al financiar algunos de los proyectos faraónicos de la Comunidad durante ese período, como el aeropuerto de Castellón, territorio controlado tradicionalmente por la familia Fabra. El aeropuerto se terminó en 2011, pero hubo que esperar hasta 2015 para ver cómo aterrizaba un avión en las instalaciones. Terra Mítica, un parque de atracciones, fue también financiado por la caja. Costó 425 millones de euros y se vendió a una empresa privada, Aqualandia, por 65 millones en 2012. La Ciudad de la Luz, en Alicante, un macrocentro dedicado al cine, fue el tercer gran proyecto de la época, siendo Eduardo Zaplana presidente de la Comunidad. Abrió sus puertas en 2005 y cerró, con pérdidas, en 2012. Ahora parece que hay conversaciones para volverla a abrir, muchos años después. La empresa cinematográfica Pinewood Studios de Gran Bretaña demandó a la Ciudad de la Luz y la Ciudad del Cine por competencia desleal, ya que la institución valenciana había recibido dinero público, al contrario que Pinewood.

			Todos estos proyectos tenían una categoría, como mínimo, regional, y los constructores locales se beneficiaron al poder levantar bloques de apartamentos y casas cerca de estos proyectos «emblemáticos». Pero hubo una operación que realmente absorbió los gastos descontrolados de Bancaja y la corrupción en Valencia durante este período. Se trataba del proyecto Gran Coral en la Riviera Maya, en México. Se perdieron un total de 750 millones de euros. Añádase a esto la compra de un par de propiedades en la Baja California, pagadas vía Países Bajos —presumiblemente para ocultar comisiones—, y se tendrá una imagen certera de cómo operaban Olivas y otros cuatro ejecutivos de Bancaja (vinculados al Banco de Valencia) hasta que Bankia presentó cargos contra ellos. Valencia era el «Salvaje Este» de la corrupción en España.

			Lo característico y peculiar en el colapso de las cajas españolas es el nivel de las prácticas corruptas. Entre 1980 y 1990, durante la crisis de las entidades de «ahorro y préstamo» (S&L, por las siglas en inglés, savings and loan), unas sociedades estadounidenses parecidas a las cajas de ahorros españolas, quebraron más de mil sociedades. La crisis se resolvió con unas pérdidas de 160.000 millones de dólares, de los cuales los contribuyentes acabaron pagando 132.000 millones. Pero el mayor problema de aquella crisis fue la llamada stagflation, estanflación. Estas entidades de ahorro y crédito tenían limitados los intereses que podían pagar por los depósitos y redujeron significativamente sus carteras hipotecarias. Charles Keating (1923-2014), jefe de Lincoln Savings and Loan Association, fue la versión estadounidense de Olivas. Pero en su caso, se dedicó a entregar más de mil seiscientos millones de dólares a cinco senadores para pagar sus campañas. Se suponía que los «Keating Five» iban a proteger sus prácticas bancarias. Cuando se presentaron cargos criminales contra él, los cinco senadores lo abandonaron a su suerte. Pero allí no hubo ningún proyecto como Gran Coral inyectando dinero en cuentas de amigos y socios. Solo eran fondos para campañas políticas.

			Y en Europa, fuera de España, el problema es principalmente el blanqueo de dinero de las mafias rusa e italiana. Varios bancos bálticos —debido a la proximidad geográfica con Rusia— se vieron envueltos en escándalos de blanqueo de dinero. Después, el escándalo salpicó a la rama estonia del Dankse Bank, la entidad bancaria más grande de Dinamarca, y el Swedbank de Suecia también se vio envuelto en el fraude. Asimismo, Chipre y Malta tienen fama de ser países donde se blanquea dinero procedente de actividades delictivas, e ING, el proveedor de servicios financieros más importante de Países Bajos, tuvo que pagar una cuantiosa multa en 2018 por blanqueo de dinero.

			Pero España, en los años previos a la quiebra de 2008, era una economía levantada casi únicamente con ladrillo, cemento y turismo. Y solo en España había tantos personajes pintorescos viviendo a todo lujo gracias a las corruptelas. Pero España, con la misma velocidad que se enriqueció —el presidente Rodríguez Zapatero dijo que el país superaría a Italia y se convertiría en la cuarta economía más grande de la Unión Europea—, se arruinó y volvió a ser pobre. Era el regreso a lo que tantas generaciones habían conocido: Europa acababa en los Pirineos. La creación del euro y la ficción de que toda la zona euro funcionaría con los mismos tipos de interés estaba condenada al fracaso desde el principio. El préstamo para mi primera casa en Madrid, en 1990, era al 14 por ciento (en pesetas): ¿cómo podía ser solo del 2 por ciento en euros en 2005? Lo que antaño era la peseta se convirtió de repente en algo parecido al marco alemán. Y, como se decía en aquellos momentos, «los españoles, tras la muerte de Franco, han pasado de la alpargata al BMW».

			La Eurozona nació con un defecto básico. Era una unión monetaria, punto. No había una contribución unificada a la seguridad social, por ejemplo, que es lo que une a todos los estados en Estados Unidos. No hubo instrumentos de deuda conjunta hasta la recuperación del dinero posterior al Covid. Y la unión fiscal y económica es todavía un sueño. Piénsese por ejemplo en los beneficios de Irlanda gracias a los bajos impuestos a las empresas. La gigantesca burbuja inmobiliaria en España era inevitable: entre 2006 y 2007 se construyeron en el país más casas que en todo Estados Unidos. Y era aún más inevitable porque no había controles de ningún tipo. No cabe sino preguntarse: con todos los artículos que se publicaban en The Economist sobre la amenaza de una burbuja, ¿cómo pudo ser que los reguladores, sobre todo el Banco de España, y los políticos no hicieran nada? Entre 2000 y 2007, la economía española creció a una media del 3,8 por ciento anual. El Banco de España pensó que sus provisiones anticíclicas servirían como colchón ante posibles crisis. Las hipotecas estaban creciendo a un ritmo del 20 por ciento anual y los préstamos a los promotores inmobiliarios al 29 por ciento. Solo hubo un banco de tamaño medio que hizo algo para reducir las hipotecas y los préstamos a la promoción inmobiliaria. Y fue Bankinter. Nosotros leíamos The Economist y sabíamos que, en un momento dado, la burbuja estallaría. Igual que había pasado con las empresas de internet y su burbuja bursátil. El mito de que los precios de las casas solo podían seguir subiendo se reveló como lo que era: un mito. Cuando José Ignacio Goirigolzarri, hoy presidente de Bankia, dijo en un almuerzo en el Club Financiero Génova que «todos los bancos estaban dando préstamos para propiedades como borregos», yo le dije: «Excepto Bankinter, Goiri».

			Después del hundimiento de 2008, el gobierno de Rodríguez Zapatero hizo muy poco por solucionar el problema. Fue el presidente que engañó al público haciéndole creer que España estaba en la Liga de Campeones. Solo cuando el Partido Popular ganó las elecciones de 2011 empezaron los trabajos de limpieza. Se modificaron las estimaciones de pérdidas en el sistema financiero. Al final, muchos préstamos bancarios se disimularon mediante refinanciaciones. Luego vino lo que se denominó Guindos I y Guindos II, por el ministro de Economía, Luis de Guindos. Se trataba de dos decretos que obligaban a los bancos a hacer provisiones en el sector financiero con vinculaciones en el mercado inmobiliario. El montante ascendió a 34.000 millones en febrero de 2012 y luego otros 30.000 millones (Guindos II) en mayo de 2012, y más adelante otros 59.000 millones (según Oliver Wyman Consultants, en septiembre de 2012).

			Rajoy evitó la intervención de la troika de la Unión Europea, que se había concentrado en Portugal, Irlanda y Grecia. Los PIGS (el acrónimo peyorativo para señalar a Portugal, Irlanda, Grecia y España) acabaron siendo solo PIG. Pero España negoció con el Mecanismo Europeo de Estabilidad (MEDE) un préstamo de 100.000 millones con un interés del 1,5 por ciento a quince años. Por supuesto, se le concedió con unas severas y estrictas condiciones. Expertos independientes supervisarían el sistema bancario español. El prestigio del Banco de España y de sus inspectores había tocado fondo. La realidad, por supuesto, era que muchos inspectores, excelentes profesionales, habían dado la voz de alarma mucho antes. Pero como reveló el caso de Bankia, nadie les prestó atención. 

			Tras el rescate de los bancos españoles —a cargo de la Unión Europea— estaba el crucial encuentro entre Juan María Nin y Angela Merkel en Berlín, en junio de 2012. Y en 2018, yo había nombrado a Juan María presidente del Grupo de Trabajo de Economía para la Unión Europea cuando Josep Piqué me dijo que ya no podía continuar debido a la cantidad de trabajo que tenía. En su última presentación ante los medios, en el Círculo, hizo un brillante análisis de los primeros presupuestos de Sánchez, los Presupuestos Generales del Estado de 2019. El análisis puede resumirse en pocas palabras: ingresos demasiado ambiciosos y gastos irrealmente bajos. Y, como me dijo, lo había preparado en el vuelo de regreso de Tokio a Madrid. Ahora está haciendo un excelente trabajo organizando con Amancio López Seijas el Foro La Toja, la versión española del Foro de Davos. 

			Juan María, un banquero catalán y exconsejero delegado de La Caixa, tuvo que preparar su encuentro con Merkel apresuradamente, porque tenía que volar de São Paulo a Berlín con solo 24 horas de antelación. Se reunió con Merkel durante una hora y media en una sala aneja al despacho de la canciller y, tal y como suele decir, era un match ball para España, y probablemente para el euro, si España se convertía en una economía fallida. Grecia, Portugal e Irlanda tenían economías manejables y Europa podía asumir sus rescates. Pero España e Italia, como volvimos a comprobar con la crisis inflacionaria de 2022, eran demasiado grandes como para dejarlas caer. Ambas economías eran un verdadero riesgo sistémico para la Unión Europea y el euro.

			Juan María le aseguró a Merkel que una cifra en torno a los 50.000 millones sería suficiente. El préstamo final fue el doble de esa cantidad, pero fue muy inferior a los 260.000 millones que algunos economistas vaticinaban. Es interesante comprobar que Angela Merkel quisiera que un banquero de primera fila corroborara y apoyara lo que Luis de Guindos, entonces ministro de Economía, le estaba contando. Era su manera de llevar a cabo el double-checking o «doble verificación» antes de dar luz verde al «préstamo». Y la canciller expresó su preocupación por el déficit estructural subyacente en España, sobre todo en el sistema de los planes de pensiones. Ha transcurrido una década desde aquella «bola de partido» y otra parece amenazarnos de nuevo. La deuda española a un tipo de interés razonable depende, como siempre, de las compras del Banco Central Europeo. En un mercado abierto puro volveríamos a los tipos de interés del 14 por ciento que teníamos con la peseta. Y las ventas de BMW caerían a niveles anteriores al ingreso en la Unión Europea.

		

	
		
			Capítulo 2. 
LOS AÑOS DE ZAPATERO Y ALGUNAS MANZANAS PODRIDAS


			«En esta Champions League de las economías mundiales, España es la que más partidos gana, la que más goles marca y la menos goleada». Es increíble hasta qué punto el presidente José Luis Rodríguez Zapatero estaba ajeno a la realidad cuando pronunció estas palabras. Por supuesto, habría perdido las elecciones de no haber sido por los atentados terroristas islámicos de la estación de Atocha, en Madrid, que tuvieron lugar en la mañana del 11 de marzo de 2004, tres días antes de las elecciones, y por el torpe —y fallido— intento de Aznar de culpar a los terroristas de ETA, cuando él sabía que apoyar a George W. Bush en la guerra de Irak convertía a España en un probable objetivo de los islamistas. Si él y Rajoy (el nuevo candidato) se hubieran reunido con el opositor, Rodríguez Zapatero, y hubieran aplazado las elecciones, Mariano Rajoy podría haber ganado. En los atentados, al final, hubo 193 muertos y dos mil heridos. Aquella mañana, en Sanitas, tras comprobar que todos nuestros empleados estaban en sus puestos de trabajo, ofrecimos nuestros hospitales a los heridos. Pero los hospitales públicos se las arreglaron perfectamente sin necesidad de ayuda. Madrid se había convertido en la versión europea de los ataques contra el World Trade Center de Nueva York el 11 de septiembre de 2001. De hecho, aquella tarde yo recibí una llamada del CEO del consorcio de seguros y atención sanitaria Kaiser Permanente, animándonos y ofreciéndonos sus condolencias por los fallecidos.

			Rodríguez Zapatero estaba entonces en la cresta de la ola. En mi opinión, su cénit fue el 8 de noviembre de 2007. Ese día, el IBEX 35 alcanzó los 15.946 puntos. Hoy es algo más que la mitad de esa cifra, aunque ya han pasado más de quince años. Por el contrario, el índice Dow Jones cayó un 50 por ciento en la crisis de 2008 y se fue recuperando en los cinco años siguientes. ¿A qué se debe este lamentable comportamiento del IBEX 35? En gran medida se debe a que los bancos y los servicios públicos tienen un gran peso. En los últimos quince años, la única firma que ha crecido mucho y rápido en el índice ha sido Inditex. Cualquier inversor del DAX 40 (el índice alemán), del CAC 40 (el índice francés) o del FTSE 100 (el índice británico) habría ganado dinero en este período de quince años. Y esta es, realmente, la luz roja de la economía española. Hay una ausencia total de grandes compañías tecnológicas y de empresas de crecimiento rápido en cualquier otro sector que puedan mover la aguja del IBEX 35 hacia arriba.

			Cuando el desplome de 2008 llegó desde Estados Unidos a Europa, Rodríguez Zapatero pensó que España era inmune. Pensaba que, como las hipotecas subprime y otros productos financieros tóxicos estaban prohibidos en España, la economía no se vería afectada. Solbes, como ya se ha indicado, defendió esta tesis completamente errónea. En el segundo mandato de Zapatero el ministro fue sustituido por Elena Salgado. Se la recuerda bien porque veía «brotes verdes» por todas partes. Pero, por supuesto, solo estaba diciendo lo que Rodríguez Zapatero, su jefe, quería escuchar.

			Como dijo Isaiah Berlin, «los hombres imbuidos de una visión global y pétrea no conocen las dudas y las angustias de aquellos que no pueden cerrar del todo los ojos a la realidad». Y el presidente Rodríguez Zapatero había cerrado completamente los ojos a la realidad. No le interesaba la economía; solo los proyectos de Memoria Histórica y la Alianza de Civilizaciones ocupaban su pensamiento. Su relación con el mundo de los negocios se establecía gracias a la intermediación de Emilio Botín y el Consejo Empresarial de la Competitividad (CEC). El CEC se fundó apresuradamente como respuesta a un estudio de Eduardo Serra para la Fundación Everis que se titulaba «Transforma España». Como patrono de la fundación, recuerdo bien que se lo trasladamos directamente al rey Juan Carlos, puenteando a la Moncloa. Eduardo Serra, hoy presidente de NTT Data (antigua Everis), era presidente del Consejo Asesor del Círculo de Empresarios durante mi mandato como presidente de la institución. Fue ministro de Defensa con dos gobiernos distintos, con Felipe González y con José María Aznar. También fue presidente de Airtel, que más adelante sería adquirida por Vodafone. Siempre me ha impresionado su prodigiosa memoria, que ejercitaba recitando poemas completos sin que se le pasara una coma. Evidentemente, esto le debió de resultar muy útil para aprobar la oposición a abogado del Estado. Y representa, como Josep Piqué, lo mejor del sector privado, haciendo un enorme sacrificio económico al trabajar para ayudar al gobierno a modernizar España. Desafortunadamente, la mayoría de los ministros que actualmente vemos en el gobierno de Sánchez nunca han tenido un trabajo real fuera de la política. 

			El CEC eclipsó al Círculo de Empresarios durante su breve existencia como lobby de diecisiete grandes compañías españolas, y fue la respuesta de Rodríguez Zapatero a la idea de «Transforma España». César Alierta, de Telefónica, fue el primer presidente. Presentaron un informe titulado «Fortalezas y perspectivas de la economía española», que defendía la fortaleza y la solidez de la posición española en los mercados internacionales, sobre todo en América Central y Sudamérica, y se refería a una serie de reformas necesarias —mencionadas por Merkel en su encuentro con Nin— para conseguir la confianza de los mercados. Quince años después y tras tres crisis —la quiebra de las cajas, el Covid y la inflación—, España vuelve a la casilla de salida en el tablero del Monopoly. Muy pocas cosas han cambiado en España mientras el mundo ha avanzado a un ritmo rapidísimo. En la actualidad, España es la única de las grandes economías que no ha recuperado el nivel del PIB anterior a la pandemia de Covid-19.

			Junto con Alierta, el grupo promovido por el gobierno contaba con Emilio Botín (Banco Santander), Francisco González (BBVA), Isidro Fainé (La Caixa), Isidoro Álvarez (El Corte Inglés), Antoni Brufau (Repsol), Florentino Pérez (ACS), José Manuel Entrecanales (Acciona), Rafael del Pino (Ferrovial), Ignacio Sánchez Galán (Iberdrola), Pablo Isla (Inditex), José Manuel Martínez (Mapfre), José Manuel Lara (Planeta), Simón Pedro Barceló (Barceló), Juan Roig (Mercadona), Isak Andic (Mango) y Leopoldo Rodés (Havas e Instituto de Empresa Familiar).

			El CEC, un verdadero ejemplo del capitalismo de amiguetes (crony capitalism), tuvo una corta vida: desde febrero de 2011 a enero de 2017. Al final, Alierta ya no era jefe de Telefónica y Emilio Botín y Leopoldo Rodés ya habían muerto. La gran contribución de la institución se produjo al principio, porque formaban un grupo de expertos o un think tank, exactamente igual que el Círculo de Empresarios, pero con los mejores y más destacados departamentos de estudios de España: los del Santander, el BBVA, La Caixa, Repsol y Telefónica.

			Pero entonces Alierta organizó el Consejo Iberoamericano de la Productividad y la Competitividad, un nombre larguísimo que se inventó para que el presidente de México, Peña Nieto, se quedara contento. Y Emilio Botín utilizó el CEC para intentar que el gobierno indultara a Alfredo Sáenz, vicepresidente del Santander y su mano derecha, condenado en 2009 por delitos de acusación y denuncia falsa cometidos años atrás. Y casi todos los demás miembros pertenecían a sectores regulados por el gobierno, como los bancos y las fundaciones, las telecomunicaciones, el gas o la electricidad. También había ejecutivos del mundo de la construcción que dependían en gran medida de la obra pública. Si no era un capitalismo de amiguetes, era un capitalismo de conocidos entrañables. La supervivencia y el éxito dependían más de los favores que se hacían unos a otros que de la puesta en marcha de brillantes estrategias económicas y comerciales. ¿Cómo, si no, acabó el exduque de Palma con un buen trabajo y un estupendo sueldo de Telefónica en Washington? ¿Cuántos exministros acabaron en los consejos de administración de las empresas del CEC? Elena Salgado, por ejemplo, cuando dejó el gobierno, aceptó una oferta para ocupar un puesto en el consejo de administración de una filial de Endesa en Chile. La ley según la cual los cargos públicos debían mantener un período de «incompatibilidad» entre su servicio en el gobierno y un cargo en una empresa privada relacionada con su puesto público no se aplicó en este caso, puesto que era en Chile.

			Existe una fabulosa fotografía de este período en la que se ve a José Luis Rodríguez Zapatero con Emilio Botín en la oficina del banquero en Boadilla del Monte, ambos en mangas de camisa. Poco después, el impuesto sobre el patrimonio, un impuesto obsoleto sobre la riqueza que prácticamente ha desaparecido en toda Europa, se bonificó al cien por cien por el gobierno, pero no fue suprimido. Zapatero explicó que Botín le había contado que los verdaderamente ricos utilizaban empresas estructuradas convenientemente para esquivar ese impuesto, que recaía finalmente y sobre todo en las clases medias altas. Este fue probablemente el único logro importante, aunque no muy duradero, de Zapatero en lo tocante a la política fiscal. Después, Pedro Sánchez ha restaurado ese impuesto a nivel nacional, pero con un cambio de nombre: «Impuesto de Solidaridad».

			Tal vez ahora se vea más claro por qué el IBEX 35 vale poco más que la mitad de lo que valía hace quince años. Los inversores institucionales extranjeros, que son los grandes inversores del mercado, no tienen mucha fe en las empresas españolas y en su economía. Les preocupa, como le preocupaba a Angela Merkel, que sus inversiones dependan de la política caprichosa de un gobierno. Un país con una tasa de desempleo que duplica la media de la Unión Europea y con la tasa de desempleo juvenil más alta de la Comunidad no parece tener un futuro brillante. Un país que derrocha miles de millones cada año en un sistema de pensiones insostenible no parece el mejor lugar para invertir, cuando hay otros países en Europa con un ecosistema más favorable al libre mercado y a las empresas. Por otro lado, las reformas prometidas desde hace tanto tiempo nunca llegan. Y, de repente, el gobierno de 2022 ha creado impuestos extraordinarios sobre las empresas energéticas y los bancos.

			Y si el CEC ha desaparecido, la fundación Transforma España de Eduardo Serra se escindió de la Fundación Everis y continúa activa. En mis años como presidente del Círculo, celebramos cuatro encuentros o «mesas de expertos» sobre demografía y longevidad, que se sintetizaron en un documento que se envió al gobierno y a las empresas. La generación que se encuentra entre los cincuenta y cinco y los setenta años tiene que liderar una revolución en España. Demasiadas compañías, y sobre todo los bancos, están prejubilando a sus empleados a edades que van desde los cincuenta y dos a los sesenta años. Todo su caudal intelectual y su experiencia se van a echar a perder. Nuestro documento conjunto se titulaba «El talento senior y el valor de la experiencia». Una de las razones por la que los bancos pueden jubilar a sus trabajadores a edades tan tempranas es porque los costes se imputan al capital del banco, una cifra enorme, y no a los beneficios de explotación. De modo que, en realidad, los costes están disfrazados.

			Aunque el CEC surgió para oponerse o contrarrestar lo que surgiera de Transforma España, la realidad es que no hubo enfrentamientos ni malos modos entre los dos grupos. El CEC de diecisiete miembros era muy limitado y muchos directores ejecutivos querían participar también. Por el contrario, Transforma España era mucho más abierto y alrededor de sesenta de nosotros pudimos reunirnos con el rey. Y la reputación de Eduardo Serra como principal contacto con el gobierno permaneció intacta. De hecho, recuerdo una reunión en mi despacho de Sanitas en la que ocurrió lo siguiente: Eduardo recibió una llamada a su móvil y se excusó durante unos instantes. Cuando regresó, dijo que lo había llamado Emilio Botín porque había tenido un problema con su avión corporativo. Santander había comprado un Bombardier Global Express, un jet privado grande y preparado para largas distancias, y el ministro de Defensa, que controlaba la base aérea de Torrejón, donde hay aviones privados, lo había obligado a despegar y aterrizar en el aeropuerto de Barajas. Estaba muy enfadado por tener que despegar y aterrizar detrás de los grandes aviones comerciales.
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